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6. Los pedidos realizados durante el último mes del producto o productos y si los mismos

han sido atendidos por los proveedores, solicitando para el efecto las respuestas emitidas 

por los proveedores en caso de no contar con los productos disponibles.

II. VENTAS ATADAS

Cuando la autoridad territorial evidencie la configuración de conductas tendientes a 

condicionar la adquisición de un producto relacionado con la prevención o tratamiento 

del COVID 19 o de productos de alta demanda, tales como, alimentos, bebidas, bienes de

primera necesidad, productos farmacéuticos, productos y dispositivos médicos, ópticas, 

productos ortopédicos, productos de aseos e higiene, alimentos y medicamentos para 

mascotas y terminales que permitan el acceso a las telecomunicaciones (teléfonos, 

computadores, tabletas, televisores) a la adquisición de otros deberá revisar, entre otros, 

los siguientes aspectos:

1. El listado de productos que comercializa el vigilado, solicitando las referencias de cada

uno.

2. La identificación de los productos cuya venta se está condicionando.

3. La relación de unidades de productos cuya venta se está condicionando que se

encuentran disponibles para la venta, identificando: nombre del producto, referencia, 

unidades disponibles y ubicación de cada una.

4. La publicidad emitida en los últimos 3 meses, para ofrecer alguno de los productos cuya

venta está condicionando, verificando la frecuencia y medios de difusión de cada pieza 

publicitaria.

5. El histórico de precios y de ventas de los productos cuya venta se está condicionando,

de los últimos seis (6) meses, solicitando un número racional de facturas de venta de cada 

producto en los últimos dos meses.

III. PUBLICIDAD ENGAÑOSA

Si la autoridad territorial tiene conocimiento de mensajes comerciales en los que se han 

atribuido bondades que no correspondan con la realidad sobre productos asociados al 

COVID 19, deberán verificarse, entre otros aspectos, los siguientes:

1. Los productos sobre los cuales se ha emitido la publicidad.

2. Las propiedades o beneficios que se han atribuido a los mencionados productos.

3. El sustento técnico o científico, que soporte las afirmaciones relacionadas con las

bondades de los productos.

4. Las piezas publicitarias a través de las cuales se han promocionado los productos,

identificando la frecuencia y los medios a través de los cuales se han anunciado, así como 

última fecha de emisión.

5. Las peticiones, quejas y reclamos (PQR) presentados durante el último mes,

estableciendo fecha de radicación, nombre del quejoso, motivo, trámite dado a las misma 

y fecha de respuesta.

IV. INFORMACIÓN DE DISPONIBILIDAD DE PRODUCTOS E INFORMACIÓN DE

PRECIOS

Si se tiene conocimiento de que proveedores o productores, comercializan productos de 

manera presencial o por métodos no tradicionales o a distancia (comercio electrónico), 

restringiendo la venta a una cantidad de productos por consumidor, deberá verificarse que 

la información que se entregue al consumidor sobre dicha circunstancia sea veraz, 

suficiente, precisa, idónea, clara y oportuna. Al respecto deberá verificarse:

1. Los productos que hacen parte de dicha restricción.

2. Los canales utilizados para informar dicha restricción a los consumidores, solicitando

prueba que sustente lo manifestado por el vigilado.

3. Los establecimientos en los que aplica la medida.

4. La información que se está suministrando sobre la vigencia de la medida.

(C. F.).

Igualmente, tratándose de la información de los precios, ésta deberá estar siempre visible 

en el producto mismo, en la góndola o un listado de precios, sin que haya tachones o 

enmendaduras. Al respecto deberá verificarse la forma escogida por el proveedor para 

anunciar los precios y realizar un ejercicio de cotejo de un conjunto de productos al 

momento de ser registrados en caja para verificar que el precio cobrado coincida con el 

anunciado.

2. COORDINACIÓN CON LA SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO -

DELEGATURA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR.

Con la finalidad de trabajar de manera articulada para salvaguardar los derechos de los 

consumidores, esta Superintendencia EXHORTA a los alcaldes a observar las siguientes 

conductas:

1. Realizar visitas administrativas de inspección a las distintas personas naturales o

jurídicas propietarias de los establecimientos de comercio en donde presuntamente se 

están cometiendo las infracciones, con plena observancia de las normas que rigen el debido 

proceso y aquellas que regulan la práctica de visitas en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

2. En caso de que las distintas personas naturales o jurídicas propietarias de los

establecimientos de comercio en donde presuntamente se están cometiendo las 

infracciones no cuenten con la información solicitada, requerirla y conceder un término 

prudencial para que sea aportada, indicando con claridad la dirección adónde debe ser 

remitida.

3. Remitir a la mayor brevedad al Despacho de la Superintendente Delegada para la

Protección del Consumidor de la Superintendencia de Industria y Comercio, a los correos 

electrónicos dirproteccion@sic.gov.co o contactenos@sic.gov.co, el resultado de las 

unidades adMinistrativas esPeciales

Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 789 DE 2020

(marzo 31)

Por medio de la cual se desarrollan artículos del Decreto 482 de 26 de marzo de 2020, “Por el cual 
se dictan medidas sobre la prestación del servicio público de transporte y su infraestructura, dentro 

del Estado de Emergencia, Económica, Social y Ecológica”

EL DIRECTOR GENERAL 
DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL – AEROCIVIL

En ejercicio de sus facultades legales y en especial de las que le confiere el artículo 5° y lo

dispuesto en el numeral 8, del artículo 9°, del Decreto 260 de 2004, modificado por el artículo 2° 

del Decreto 823 de 2017, y. 

CONSIDERANDO:

Que el artículo 1°, del Decreto 260 de 2004, “Por el cual se modifica la estructura de la Unidad 

Administrativa Especial de Aeronáutica Civil - AEROCIVIL y se dictan otras disposiciones “, en 

cuanto a su naturaleza jurídica, determina que “(…) es una entidad especializada de carácter 

… 6. El producto de las sanciones que 
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Que mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, el Gobierno Nacional declaró el estado de 

emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional por el término de treinta (30) 

días, con el fin de conjurar la grave calamidad pública que afecta al país por causa del nuevo 

coronavirus COVID-19.

Que la demanda del transporte aéreo se ha reducido abruptamente, tanto en Colombia como en el 

mundo, como consecuencia de la crisis global derivada de los efectos del COVID-19, obligando a 

las aerolíneas a suspender, reprogramar y cancelar vuelos, en proporciones muy significativas que 

impactarán la dinámica de ingresos de la industria aérea, así como los de la Autoridad, mientras se 

logra recuperar y estabilizar el mercado, y como consecuencia de este fenómeno, se evidencia la 

disminución del flujo de caja de los operadores y la afectación de la prestación del servicio público 

esencial de transporte aéreo. 

Que el artículo primero del Decreto 439 de 20 de marzo de 2020, “Por el cual se suspende el 
desembarque con fines de ingreso o conexión en territorio colombiano, de pasajeros procedentes 
del exterior, por vía aérea”, establece:

“Artículo 1: Suspensión de ingreso al territorio colombiano. Suspender, por término 
treinta (30) días calendario a partir de las 00:00 horas del lunes 23 marzo 2020, 
desembarque con fines ingreso o conexión en territorio colombiano, pasajeros 
procedentes del exterior, por vía aérea. 

Sólo se permitirá desembarque con fines ingreso de pasajeros o conexión en territorio 
colombiano, en caso de emergencia humanitaria, caso fortuito o fuerza mayor, 
autorización dada por la Unidad Administrativa Especial Aeronáutica Civil y Unidad 
Administrativa Especial Migración Colombia, en el marco de sus competencias”.

Que los artículos 1° y 5° del del Decreto 457 de 22 de marzo de 2020, “Por el cual se imparten 
instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del Coronavirus 
COVID-19 y el mantenimiento del orden público”, señalan:

“Artículo 1: Aislamiento. Ordenar el aislamiento preventivo obligatorio de todas las 
personas habitantes de la República de Colombia, a partir de las cero horas (00:00 a.m.) 
del día 25 de marzo de 2020, hasta las cero horas (00:00 a.m.) del día 13 de abril de 2020, 
en el marco de la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19. 

Para efectos de lograr el efectivo aislamiento preventivo obligatorio se limita totalmente la 
libre circulación de personas y vehículos en el territorio nacional, con las excepciones 
previstas en el artículo 3 del presente Decreto.

Artículo 5: Suspensión de transporte doméstico por vía aérea. Suspender a partir de 

las de las cero horas (00:00 a.m.) del día 25 de marzo de 2020, hasta las cero horas (00:00 

a.m.) del día13 de abril de 2020, el transporte doméstico por vía aérea. 

Sólo se permitirá el transporte doméstico por vía aérea, en los siguientes casos: 

1. Emergencia humanitaria. 
2. El transporte de carga y mercancía. 
3. Caso fortuito o fuerza mayor”.

Que ante estas circunstancias imprevistas y de afectación notoria del sector transporte, el Gobierno 

Nacional con el fin de garantizar la estabilidad de la industria de transporte aéreo, está tomando 

medidas de apoyo en diferentes frentes de acción, es así que expidió el Decreto 482 del 26 de 

marzo de 2020, “Por el cual se dictan medidas sobre la prestación del servicio público de transporte 

y su infraestructura, dentro del Estado de Emergencia, Económica, Social y Ecológica”, que 

establece las  siguiente disposiciones :

“Artículo 18: Facilitación de los seguros de la industria aeronáutica. Durante el tiempo 

que dure la emergencia económica, social y ecológica, la Unidad Administrativa Especial de 

Aeronáutica Civil podrá modificar de manera temporal la exigencia de garantías de 

cumplimiento a las empresas aeronáuticas hasta el 31 de diciembre de 2021. 

(…)

Artículo 19: Pagos a la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil. Durante 

el tiempo que dure la emergencia económica, social y ecológica, la Unidad Administrativa 

Especial de Aeronáutica Civil podrá realizar acuerdos de pago con las empresas de 

transporte aéreo, otorgando plazos de pago de los montos adeudados a la entidad hasta por 

el término de 6 meses después de superada la crisis que motivó la declaratoria de 

el término de 6 meses después de superada la crisis que motivó la declaratoria de 

emergencia, por concepto de todas las obligaciones derivadas de los respectivos permisos 

de operación otorgados por la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil.

(…)

Artículo 20: Suspensión cobros infraestructura aeroportuaria. Durante el tiempo que 

dure la emergencia económica, social y ecológica, suspéndase la aplicación de nuevos 

cobros relacionados con la infraestructura aeroportuaria. 

Artículo 21: Suspensión transitoria de cobro de cánones de arrendamiento. Durante el 

tiempo que dure la emergencia económica, social y ecológica, la Unidad Administrativa 

Especial de Aeronáutica Civil podrá suspender transitoriamente el cobro de los cánones de 

arrendamiento de los espacios objeto de explotación comercial ubicados en los aeropuertos 

y aeródromos no concesionados administrados por la Unidad Administrativa Especial de 

Aeronáutica Civil, únicamente durante el periodo en que se mantenga la emergencia”.

Dado lo anterior, y como consta en acta No 2 de 28 de marzo de 2020, la Aerocivil adoptará la 

presente medida, atendiendo la recomendación formulada por el Comité de Tarifas de la entidad, 

en sesión del día 27 y 28 de marzo de 2020, donde se observó lo ordenado en el Decreto 482 del 

26 de marzo de 2020 y se discutió su aplicación, para lo cual el comité recomendó:

 Modificar transitoriamente el articulo 1 y parágrafo de la Resolución 0675 de 2006

 Transitoriamente ampliar los plazos de pago de las facturas que se generen por conceptos 

aeronáuticos y aeroportuarios a partir de la fecha de publicación de la presente resolución.

 Suspender el cobro de los cánones de arrendamiento como lo establece el decreto.

En mérito de lo expuesto,

RESUELVE:

ARTÍCULO PRIMERO: Modificar los numerales 3,4 y 5 del artículo primero de la Resolución 675 

de 2006, los cuales quedarán, así:

“3. CUANTÍA DE LA CAUCIÓN:

Para la cuantía de la caución de que tratan los numerales 1.1 y 1.3 se tendrá en cuenta el 
valor de la Facturación del mes de marzo de cada año por servicios aeronáuticos y 
aeroportuarios generada por la Aeronáutica Civil el cual será determinado por el Grupo de 
Facturación y comunicado individualmente por escrito a cada empresa aérea a través del 
Grupo de Cartera y en todo caso el valor de la garantía no podrá ser inferior al equivalente 
a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

Las empresas que opten por el sistema de pago previo, consistente en depósito en garantía 

de efectivo a través de cheque de Gerencia o pago por PSE, deberá comunicarlo al Grupo 

de Cartera de la Dirección Financiera y realizar el abono o pago previo dentro de los tres (3) 

días anteriores a iniciarse el periodo de la prestación de los servicios.

Las empresas aéreas que no hubieren tenido operación durante el período anterior tomarán 
como valor el facturado para el mes de marzo de una empresa similar, previa calificación de 
la Oficina de Transporte Aéreo. De optarse por esta alternativa, el monto exigido de la 
garantía no podrá ser inferior al equivalente a diez (10) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes.

PARÁGRAFO: La cuantía mínima de la caución de que trata el numeral 1.2 será por el valor 
facturado para el mes de marzo, por concepto de derechos de aeródromo y servicios de 
protección al vuelo. Para determinar el valor específico en cada caso, la Oficina de 
Transporte Aéreo efectuará el cálculo respectivo, según el tipo de aeronave y el volumen de 
la operación autorizada. Sin embargo, si la empresa aérea explotadora de las aeronaves 
tiene permiso de operación en Colombia y por tanto dispone de la caución exigida conforme 
a los ordinales 1.1. y 1.3, no será necesario presentar caución en los términos establecidos 
en el presente numeral, a menos que el monto de la caución preexistente no sea suficiente 
frente al volumen de la operación propuesta en fletamento.

En todos los casos, el monto de la caución deberá ser reestablecido cuando esta se haga 
efectiva.

4. VIGENCIA

La presentación de la caución seleccionada podrá tener una vigencia de seis meses o hasta 
un año y podrá presentarse hasta el último día hábil del mes de abril de cada año, y deberá 
permanecer vigente en todo momento, mientras la empresa mantenga su permiso de 
operación al día. La empresa deberá, con un plazo mínimo de un (1) mes antes del 
vencimiento de la caución, presentar la respectiva renovación de la garantía en la Dirección 
Financiera.

La caución de que trata el numeral 1.2 podrá expedirse con una vigencia menor según el 
plazo previsto de fletamento, pero no inferior a seis (6) meses contados a partir de la fecha 
de la respectiva autorización.

La empresa que no mantenga vigente la caución en los términos expresados en los 
numerales anteriores, se le suspenderá el permiso hasta que cumpla con el requisito.

5. CASOS EN QUE LA CAUCIÓN DEBE HACERSE EFECTIVA

La caución de que tratan los numerales 1.1 y 1.3 se hará exigible en los siguientes eventos:

 Cuando la empresa presente mora de un (1) mes en el pago de sus obligaciones para 
con la UAEAC.

 Cuando, al suspender sus actividades de vuelo, la empresa incumpla obligaciones 
contraídas con la UAEAC.





cuanto a su naturaleza jurídica, determina que “(…) es una entidad especializada de carácter 

técnico adscrita al Ministerio de Transporte, con personería jurídica, autonomía administrativa y 

patrimonio independiente.”.

Que el artículo 4° de la norma en comento, señala la constitución de los ingresos y patrimonio de la

Aerocivil, y en los numerales 3, 6, 7 y 8, expone: “(…) 3. Las sumas, valores o bienes que la Unidad 

reciba por la prestación de servicios de cualquier naturaleza y demás operaciones que realice en 

cumplimiento de las funciones que le han sido asignadas. … 6. El producto de las sanciones que 
imponga conforme a la ley. 7. Los ingresos por concepto de permisos de operación, matrículas de 

aeronaves y licencias del personal de vuelo, así como los que provengan de autorizaciones para 

construcción y operación de pistas y aeródromos. 8. Las tasas, tarifas y derechos por la prestación 

de los servicios aeronáuticos y aeroportuarios o los que se generen por las concesiones, 

autorizaciones, licencias o cualquier otro tipo de ingreso o bien patrimonial. (…)”.

Que los numerales 19 y 20 del artículo 5°, ídem, dispone entre las funciones generales de la 

Aerocivil: “(…) 19. Establecer las tarifas y derechos en materia de transporte aéreo. 20. Recaudar y 

cobrar las tasas, tarifas y derechos por la prestación de los servicios aeronáuticos y los que se 

generen por las concesiones, autorizaciones, licencias o cualquier otro tipo de ingreso o bien 

patrimonial.”

Que el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Salud y Protección Social, en aras de tomar 

medias de prevención y mitigación de la emergencia de salud pública declarada, expidió la 

Resolución 0385 del 12 de marzo de 2020, “Por la cual se declara la emergencia sanitaria por causa 

del coronavirus COVID-19 y se adoptan medidas para hacer frente al virus”.
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ARTÍCULO SEGUNDO: La facturación por concepto de servicios aeronáuticos y aeroportuarios que 

expida la Aeronáutica Civil con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente resolución 

deberá ser cancelada dentro de los 90 días calendario a la fecha de emisión de la correspondiente 

factura.

PARÁGRAFO: La anterior medida no aplica para el concepto de sobrevuelos y no podrá exceder a 

la expedición de la factura de la segunda quincena de julio de 2020.

ARTÍCULO TERCERO: Suspéndase transitoriamente y por el tiempo que dure la emergencia 

económica, social y ecológica, el cobro de los cánones de arrendamiento de los espacios objeto de 

explotación comercial ubicados en los aeropuertos y aeródromos no concesionados administrados 

por la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil.

PARÁGRAFO: La anterior medida no incluye el cobro de los servicios públicos que se generen, los 

cuales seguirán a cargo del arrendatario. 

ARTÍCULO CUARTO: La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dada en Bogotá D.C., a los 31 días de Marzo de 2020

JUAN CARLOS SALAZAR GÓMEZ 
Director General 

Proyectó: Carlos Mauricio Garibello 

Revisó: Lucas Rodríguez Gómez – Jefe Oficina de Transporte Aéreo 

Héctor Rodríguez González - Jefe Oficina Planeación (E)





 La caución de que trata el numeral 1.2 podrá hacerse efectiva, cuando el explotador de 
las aeronaves incurra en mora en el pago de las obligaciones derivadas de la operación 
en Colombia.

 No haber efectuado el depósito mencionado al optar por pago previo o depósito en 
garantía mencionado en el numeral 3”.

Ministerio de Minas y Energía 

COMISIÓN DE REGULACIÓN DE ENERGÍA Y GAS 

RESOLUCIÓN No.    037    DE 2020

(  28 MAR. 2020  )

Por la cual se ordena hacer público un proyecto de resolución “Por la cual se 
establece una Opción Tarifaria Transitoria para el Componente Variable del Costo 
Unitario de Prestación del Servicio Público de Gas Combustible por Redes de 
Tubería.” 

LA COMISIÓN DE REGULACIÓN DE ENERGÍA Y GAS 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las 
conferidas por las leyes 142 y 143 de 1994, y en desarrollo de los decretos 

1524 y 2253 de 1994, 1260 de 2013 y 417 de 2020, y 

C O N S I D E R A N D O   Q U E: 

Conforme a lo dispuesto por el Artículo 8 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, así como con lo establecido 
en el Decreto 2696 de 2004, el cual ha sido compilado por el Decreto 1074 de 
2015, y en el Artículo 33 de la Resolución CREG 039 de 2017, la Comisión debe 
hacer público en su página web todos los proyectos de resolución de carácter 
general que pretenda adoptar. Dicho artículo prevé que el período de consulta y 
publicación para proyectos de resolución que tengan menos de cinco (5) 
artículos, podrá ser inferior al previsto en el primer y segundo incisos del mismo 
artículo. 

La Comisión de Regulación de Energía y Gas, en su sesión No. 988 del 28 de 
marzo de 2020, aprobó hacer público el proyecto de resolución “Por la cual se 
establece una Opción Tarifaria Transitoria para el Componente Variable del Costo 
Unitario de Prestación del Servicio Público de Gas Combustible por Redes de 
Tubería”. 

R E S U E L V E: 

ARTÍCULO 1. Hágase público el proyecto de resolución “Por la cual se establece 
una Opción Tarifaria Transitoria para el Componente Variable del Costo Unitario 
de Prestación del Servicio Público de Gas Combustible por Redes de Tubería.”.  

Comisión de Regulación de Energía y Gas

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 037 DE 2020

(marzo 28)

 
RESOLUCIÓN No.  037       DE   28 MAR. 2020    HOJA No. 2/11 
 

Por la cual se ordena hacer público un proyecto de resolución 
una Opción Tarifaria Transitoria para el Componente Variable del Costo Unitario de 

 

 
ARTÍCULO 2. Se invita a los agentes, usuarios, autoridades competentes, a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y a la Superintendencia de 
Industria y Comercio, para que dentro de las veinticuatro horas (24) horas 
siguientes a la publicación de la presente Resolución en la página web de la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas, CREG remitan sus observaciones o 
sugerencias sobre el proyecto de resolución de que trata el Artículo anterior.  
 
ARTÍCULO 3. Los interesados podrán dirigir al Director Ejecutivo de la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas las observaciones y sugerencias al 
correo electrónico creg@creg.gov.co. 
 
ARTÍCULO 4. La presente resolución no deroga ni modifica disposiciones 
vigentes por tratarse de un acto de trámite. 
 

 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

Dada en Bogotá, D.C., a 28 MAR. 2020 
 
 
 
 
 

DIEGO MESA PUYO JORGE ALBERTO VALENCIA MARÍN  
Viceministro de Energía, Delegado 
de la Ministra de Minas y Energía 

Presidente 

Director Ejecutivo 

  

 
RESOLUCIÓN No.  037       DE   28 MAR. 2020    HOJA No. 3/11 
 

Por la cual se ordena hacer público un proyecto de resolución 
una Opción Tarifaria Transitoria para el Componente Variable del Costo Unitario de 

 

 
PROYECTO DE RESOLUCIÓN 

 
Por la cual se establece una Opción Tarifaria Transitoria para el Componente 
Variable del Costo Unitario de Prestación del Servicio Público de Gas 
Combustible por Redes de Tubería. 
 

 
LA COMISIÓN DE REGULACIÓN DE ENERGÍA Y GAS 

 
 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las 
conferidas por las leyes 142 y 143 de 1994, y en desarrollo de los decretos 

1524 y 2253 de 1994, 1260 de 2013 y 417 de 2020; y, 
 

 
C O N S I D E R A N D O   Q U E: 

 
 

El Artículo 365 de la Constitución Política establece que los servicios públicos 
son inherentes a la finalidad social del Estado, y que es deber de este asegurar 
su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.  
 
El servicio público domiciliario de gas combustible ha sido definido por la Ley 
142 de 1994 como “El conjunto de actividades ordenadas a la distribución de gas 
combustible, por tubería u otro medio, desde un sitio de acopio de grandes 
volúmenes o desde un gasoducto central hasta la instalación de un consumidor 
final, incluyendo su conexión y medición. (…)”. 
 
El Numeral 73.11 del Artículo 73 de la Ley 142 de 1994 atribuyó a la Comisión 
de Regulación de Energía y Gas la facultad de establecer las fórmulas para la 
fijación de las tarifas del servicio público domiciliario de gas combustible.  
 
Conforme al Artículo 75 de la Ley 142 de 1994, corresponde a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios ejercer el control, la 
inspección y vigilancia de las entidades que prestan servicios públicos 
domiciliarios. 
 
El Artículo 87 de la Ley 142 de 1994 estableció que el régimen tarifario estará 
orientado por los criterios de eficiencia económica, neutralidad, solidaridad, 
redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia. 
 
En virtud del principio de Eficiencia Económica, definido en el Numeral 87.1 del 
Artículo 87 de la Ley 142 de 1994, el régimen de tarifas procurará que estas se 
aproximen a lo que serían los precios de un mercado competitivo, que las 
fórmulas tarifarias no pueden trasladar a los usuarios los costos de una gestión 
ineficiente, ni permitir que las empresas se apropien de las utilidades 
provenientes de prácticas restrictivas de la competencia. 
 
Conforme el principio de Neutralidad establecido en el Numeral 87.2 del Artículo 
87 de la Ley 142 de 1994, “…cada consumidor tendrá el derecho a tener el mismo 

 
RESOLUCIÓN No.  037       DE   28 MAR. 2020    HOJA No. 4/11 
 

Por la cual se ordena hacer público un proyecto de resolución 
una Opción Tarifaria Transitoria para el Componente Variable del Costo Unitario de 

 

tratamiento tarifario que cualquier otro si las características de los costos que 
ocasiona a las empresas de servicios públicos son iguales. El ejercicio de este 
derecho no debe impedir que las empresas de servicios públicos ofrezcan opciones 
tarifarias y que el consumidor escoja la que convenga a sus necesidades.” (Subraya 
fuera de texto) 
 
En virtud del principio de Suficiencia Financiera definido en el Numeral 87.4 del 
Artículo 87 de la Ley 142 de 1994, como 
la recuperación de los costos y gastos propios de operación, incluyendo la 
expansión, la reposición y el mantenimiento; permitirán remunerar el patrimonio 
de los accionistas en la misma forma en la que lo habría remunerado una empresa 
eficiente en un sector de riesgo comparable; y permitirán utilizar las tecnologías y 
sistemas administrativos que garanticen la mejor calidad, continuidad y 

 se debe garantizar a las empresas eficientes la 
recuperación de sus costos y gastos eficientes.  
 
Según el criterio de Simplicidad establecido en el Numeral 87.5 del Artículo 87 
de la Ley 142 de 1994, se entiende que las fórmulas tarifarias se elaborarán en 
tal forma que se facilite su comprensión, aplicación y control.  
 
Según lo dispuesto por el Numeral 88.1 del Artículo 88 de la Ley 142 de 1994, 
la Comisión podrá establecer topes máximos y mínimos tarifarios, de obligatorio 
cumplimiento por parte de las empresas. 
 
El Artículo 90 de la Ley 142 de 1994 determina que las Comisiones de 
Regulación, al definir las tarifas, pueden establecer varias alternativas, y siempre 
podrán diseñar y hacer públicas diversas opciones tarifarias que tomen en 
cuenta diseños óptimos de las tarifas. 
 
Conforme a lo previsto en el Artículo 147 de la Ley 142 de 1994, las empresas 
prestadoras de servicios públicos ponen en conocimiento del usuario el costo de 
prestación del servicio por medio de la factura, la cual debe contener la 
información suficiente y clara para que el usuario pueda saber cómo se 
determinaron sus consumos, cómo se comparan éstos y su precio con los 
períodos anteriores, el valor a pagar, y el plazo para el efecto. 
 
La Comisión, mediante Resolución CREG 108 de 1997, señaló los criterios 
generales sobre protección de los derechos de los usuarios de los servicios 
públicos domiciliarios de energía eléctrica y gas combustible por red física, en 
relación con la facturación, comercialización y demás asuntos relativos a la 
relación entre la empresa y el usuario. 
 
El Artículo 35 de la Resolución CREG 108 de 1997 establece que 
los consumos a los suscriptores o usuarios en cada período de facturación, la 
empresa aplicará las tarifas que hayan estado vigentes el mayor número de días 
de consumo del período correspondiente al ciclo de facturación al que pertenezca 

 
 
Mediante la Resolución CREG 137 de 2013 se establecen las fórmulas tarifarias 
generales para la prestación del servicio público domiciliario de gas combustible 
por redes de tubería a usuarios regulados. 


